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limitó a ratificar lo acordado en el anterior. que había sido dictado
un mes y medio antes por el Juzgado de Badajoz, esto es, a confirmar
la situación de prisión provisional. del encausado.. Por otra parte, y
al margen de sus términos literales, no resulta taInpocorazonable otorgar
al expresado Auto ótro contenido qUe el qu,e enelcIartunente seexpte$a.
toda vez que no tiene sentido decidir la prolongación de una situación
acordada en fechas tan recientes (cuarenta y cinco días antes aprOJo·
madamente), al inicio de las actUaciones sumariales Y sin que, por
tanto. se aproximase siquiera la fecha de duración máxima. de la prisión
provisional prevista en la Ley Procesal Penal Resulta. en fin. carente
ge fundamento interpretar qUé lo efeetu.ado fue la prolongación de
una situación que DO era necesario ptoJongar en tal fecha y que bastaba
con acordar motivadamente comanDe a la legjslación vigente. Esto
último. pues, y no otra cosa, ha de entenderseteal.i:t6' el Juzgado de
Sagunto él día 2S de enero de 19S8., es decir. confIrmar la priSión
provisional del encausado acordada con anterioridad a su inhibición
por el Juzgado de Badajoz.

Tampoco la segunda de las razones ofrecidas' en el Auto impugnado
resulta válida. Dicha argumentación consiste ,en- I1}:ant~~r que lasitua·
ción de prisión se prolonga mediante la miS11la resolución y en tal
fecha. que es lo que. en fm, se,acuerda en la parte dispositiva de
la resolución judicial aetualmenteimpugna<4. f'qes bien. este segundo
razonamiento. que fundamenta en esencialadecisi<m judicial, lesiona,
conforme alega el actor, el derecho fundamént~.lquecon~ el art.
17 de la Constitución. Ahora bien. la anterior. conclusión precisa de
una alusión previa'a la doctrina de este TribUnal sobre la referida
matena.

3. En la STC 40/1987, reiterando criterios ya expresados en ceso­
luciones anteriores (SSTC 41Jl982. 124/1984, 85/1985. 32/1987,
34/1987), este Tribunal ya senaló qu~ los plazos de duración máxima de
la situación de prisión prevcntiy¡) fijados por el legislador han de
cumplirse y que ese cumplimiento integra, aunqUe noagqta, Ja garantía
constitucional de la libertad consagrada en el art. 17 de la Constitución;
de: forma que lo que la Ley hace es fijar imperatiYamente el deber
de poner en libertaO al acusado, transcurrid:os.los plazos, lega1e~ y,
asimismo, se añade en la citada rcsoiuClún: K .. Es incuestionable que la
Sala de- lo I?enal pudo prolongar ·Ia .silu;¡cion pmccs¡¡l' de la prisión
preventiva antes del transcurso de los dos años desde el inicio de
esta. conforme al art. 504, 4.". de la L.E.Crim" sí se dieran las requisl10s
de tal norma. Pero no lo hizo así. es decir- en el tiempo obligado
sin tampoco, como era' preceptivo, poner en libertad al procesado.
Fui." eso cuando a instancia de éste acuerda la prorroga de' la prisí6n
dos meses y unos días más tarde de la fecha en· que cumplia el plazo
legal perentorio, ya no cabía subsariar la vulneración constitucional
de la garantía de la libertad personal no respetada por la oiñisión
del órgano judicial•.

Pues bien. la anterior premisa doctrinal es plenamente aplicable
al presente supuesto. porque. si conforme se ha razonado anteriormente,
no procede entender que el Auto dictado por elJu~do de Instrucción
de Sagunto en fecha 25 de enero de 1988 fuese ya decisión que acordase
la prolongación de la situación de prisión pro'lj,siohal, forzoso se hace
convenir en que es el Auto de 20 de diciembre de 1989- dictado por
la Audiencia Provincial de Valencia, la pri:m$: resolución que en la
causa penal decide, haciendo uso de la'facult~,~abtecida.en elart.
504, 4.°, in fine de la L. E. Crim., dicha prolongación: Ahora bien,
en la fecha en Que fue dietada esta resolución. ya se:hábia CUPlpJido
el plazo máximo legal de duración de la situación procesal de prisión
preventiva, a tenor de lo dispuesto en el referido precepto, que' vencía
en este caso el dia 2 de diciembre de 1989, esto es.confotme indiCóJ,
el Ministerio Fiscal, diecisiete dias antes. Por lo tanto, es con anterioridad
a tal fecha. y no de;spués de la misma. cuando' el Tribunal podría
acordar la repetida prórroga de la prisión provisional. Y. en fin, sU
decisión (asi como la posterior que laconfiTma. de: fecha 15 de enero
de 1990), adoptada cuando ya habia ttanscurridoelexpresado ténnino,
infringe la nonna legal (art. 504 L. E. Crim.),por lo que, en la medida
en que tal precepto constituye, en palabras de la· STC 40/1987 (fun­
damentojuridico 2.0)•... desarrollo del arto 17.1 y 17. 4.° de la Cons·
titución..., :-ulnera asimismo el derecho fundamental que se invoca.

4. La procedencia de estimar el recurso de amparo por tal motivo,
hace innecesario el examen de la segunda causa de lesión del expresado
derecho fundamental, que el recurrente hace derivar de la omisión
de la preceptiva fUdiencia previa del procesado y del Ministerio Fiscal,
porque la naturaleza formal o procesal de este otro motivo determina
que no tenga objeto su análisis una vez estimada la lesión constitucional
en virtud del contenido de la resolución.

Finalmente. el actor invoca la \Ulnernción del derecho a no padecer
dilaciones indebi~s en la causa (art. 24.2 C.E.), cuya lesión imputa
a este Tribunal como consecuencia del tiempo transcurrido durante
la tramitación del presente recurso de amparo. esto es. desde la pre·
séntación de la demanda de· amparo. que lo fue en fecha 8 de febrero
de 1990, hasta la presentación del escrito denunciando tales infracciones
el 9 de mayO de 1991. No obstante. la tramitación del proceso de
amparo ha seguido los trámites establecidos en la Ley- Orgánica de
este TobWlal Y. en todo caso. la prolongación de algunos de los ténninos
ha venido motivada por la inicial soucitud de personación de la otra
parte procesal en el proceso judicial previo que, fmalmente. omitió
su comparecencia en fonna Y plazo. y también por el Intempestivo
cambio de defensa técnica del propio recurrente, tras. la renuncia del
Letrado que le asístia inicialmente y la aceptación del que actualmente
ostenta su defensa técnica.

5. No resta. pues. sino detenninar el alcance de la presente reSa.
lución. A este respecto conviene precisar que el petirum de la demanda
se limita a sOlicitar la declaración de nulidad de las resoluciones recurri­
das. con retroacción de las actuaciones y declaración por este Tribunal
del derecho-a la libertad provísi(}nal del recurrente. Estas dos últimas
peticiones no pueden ser acogtdas. ya que. con posterioridad a las
mismas, la Audiencia Provincial de Valencia. mediante Sentencia de
20 de noviembre de 1990 ha condenado al recurrente, en concepto
de autor de dos delitos de asesinato, uno de robo con fuerza en las
cosas y una falta de hurto, a sendas penas de veintiocho años de
reclusión mayor, seis meses de arresto mayor Y diez días. de arresto
menor. Por esta razón, aun cuando hemos de declarar, como así hace~

mos. la nulidad de la medida cautelar que nos ocupa (cuyo carácter
instrumental· y función esencial consiste precisamente eR garantizar
el cumplimiento ulterior de la Sentencia). la existencia dé un nuevo
titulo jurisdicciónal por el que se apüca el ius puniendi del Estado
contiene un interés constitUCIOnalmente 'Prol~gido y se erige en causa de
justificación suficicnte paro. r('..,ringir el der~ho a la lihertad del
condenado. Asi, pues, y de conformidad con nuestra doctrina establecida
en la citada STC 40/1987, el fallo de esta Sentencia ha de ser únicamente
declarativo.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA AUTO­
RIDAD QUE LE CONAERE LA CONSITfUClON DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y. en consecuencia:

LO Declarar la nulidad de los Autos de 20 de diciembre de 1989
y 15 de enero de 1990 de la Sección Primera de la Audiencia Provincial
de Valencia, sumario 50/1987, del Juzgado de Instrucción núm. 2
de Sagunto.

2.° Reconocer el derecho del recurrente a haber sido puesto en
libertad al eumplirse el plazo máximo de prisión provisional.

Publiquese esta Sentencia en el ~Boletin Oficial del Estado»-

Dada en Madrid a veinticinco de junio de mil novecientos noventa
y dos.-Francisco Tomás y Valiente.-Femando Garcia-Mon y Gonzá­
lezRegueral.-earlos de la Vega Benayas.-lesús Leguina Vtlla.-Luis López
Guerra.:VlCerite Gim.eno Sendra.-Finnado y rubricado. -

17455 Sala Primera.."·entencia 10411991. de 1 de ju!to. R('(f{I'Wi
de ampam 1.984/1988. ('(mrra SCl1frncia de la ,111di('ncia
Prorinrial dc Madrid. ('onf{wmarnria de la dictada pnr
el JI/~r:ado de h¡\'fmn'/611 l1I1Jnt'r,l 3 /alJlhiéJl dc
Madrid. Supuesta vulneración del derecho a la presunción
de inocencia: actividad probatoria.

Villa. don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magis­
trados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Saja Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando Garcia-Mon
y González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Leguina

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.984/88, promovido por don Jose.
Félix. Briz Pérez, representado pOr el Procurador de los Tribunales
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don Federico Pinilla Peco y asistido por el Letrado don Francisco
Pérez Jimenez. contra Sentencia de 7 de noviembre de 1988 de la
Sección Primera de la Audiencia Provincial de Ma:Órid.que de~6
el recurso de apelación poré! interPUesto' y conf111116.1a Sentencia
dictada el 3 de mayo de 1988 por. el Juzgado de. ·lnstmcciónnútn.
3 de Madrid (procedimiento ota! núm. 58/85). Enelp""",so·de amparo
ha comparecido el Ministerio Fiscal. Ha sidoPOrir;nte el MagiStrado
don Jesús Leguina Villa. quien expresa elpateccr deta.SaJa.

l.. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de G\UU'<iiael S de diciem·
bre de 1988. registrado en este Tribunal el día 7. el Procurador de
los Tribunales don Federico Pinilla Peco interpOne:, e;nn9:n:1breY repre~

sentaeión de don José Félix Briz Pérez, recunroa~amparo contra
Sentencia de 7 de noviembre d,e 19$8, <le la~~,~erade la
Audiencia Provj.ncia! de Madrid. que desestimÓ el,I'eCtinO'de;apelaci6n
por'él interpuesto y confirmó la Sentencia dictada el 3 de mafti de
1988 por el Juzgado de Instrueei6nnúm. 3 de Ma~d (prOced:itn1ento
ota! núm. 58/85).

2. La demanda de amparo se basa. en síntesis. en tos. siguientes
hechos:

a) En virtud de denuncia formulada el 1 de Julio de 1982 por
don Julián y don José Luis Mugarza Encinas. oorttralaEntidad ..Au~

totodo. Sociedad Limitada>J, dedicada a la compraventa:devehicUlos
y de la que en esa fecha era Director administnitN~-'com.ercíal. el hoy
recurrente de amparo, por presunto delito de apropia9ón indebida,
en el Juzgado de Instrucción núm. 3de Ma4rid·,se".áclprQCe­
dimiento oral nÚIIl. 58/85. contra el hoy recurrente.Tras- la pertinente
tramitación y celebrado el juicio oral. _el' Ju.i.gadQ:dietó:., ~teilcia el
3 de mayo de 1988. en la que condenó" al 4Jcu.sa40. como autor de
un delito de apropiación indebida. a la pena de-dOs-_me~s de-·arresto
mayor, accesorias. costas procesales ya! pgo de detetlní,rnldas-indem­
nizaciones. declarando la responsabilidad civil subsidlatia de la Entidad
.AutotQdo. Sociedad Limitada•.

En fa declaración de hechos probados de dicha Sentencia se hace
constar lo sig~ente:

•... que enfccha S de octubre de 1978. el acusado FéIiXBriz Perez.
mayor de edad y sin antecedentes pena1es.~en:nombre de
la Entidad ..Autotodo. Sociedad Limitada». recibi6de lo:s~ijentes don
Julián y don José Luis Mugarza Enc\fl¡¡s, la.cantídOdde ¡52,09~pesetas
de cada uno de ellos. para que abonara elimpl1es~:4el~jo.d~ ~d:os
vehículos "Citroan ex Palas· 5". que habian a4quiJ:jdo ;il mismo. El
acusado lejos de ingresar dicha cantidad en el Te5Qrose las apropió
perjudicando a unos clientes. los- cuales tuvieron que abonarlo nue­
vamente a la Delegación de Hacienda.»

b) Contra dicha Sentencia interpusieron recurso de apelación el
condenado y la parte quereUante. que f\le trantita40 en la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Madrid(roUo nÚtn' 278/88).
Por sentencia 4e 7 de noviembre de 1988. la Sala~óel recurso
fonnulado por el condenado y confrrm61a Sentencl3;)rnp9gnada,éX~
to en lorelativo a las indemnizaciones fijadas.: que f\1etQn aumentadas
confonne a lo solici~o por los pedudicados.

3.' La representación del recurrente considera Que las 'Sentencias
impugnadas vulneran los derechos a obtener la tutela judicial efectiva
y a fa presunción de inocencia, rectiilQCidoS en el,-art. 24 de la Cons·
titución. Al respecto alega que· el recurrente ha sido cemdenado sin
la existencia de prueba auténtica eIÍ la que se puéda fundamentar la

~ condena, pues el recurrente no recibió de los. deriurtc~tes cantidad
alguna, y lo único que hizo fue flJ'l11ara uno deeUos.· don Julián
Mugarza Encinas. una factura por el importe total delpt:el:io de adqui~
sición del vehiculo. De otra parte considera qu~ la cop.fumación de
la condena por la Audiencia Provincial Se basa en eI-error de consiikrac
probado que el recurrente era el Director general de la Entidad Y
que como tal había hbrado las letras de cambio.· cuando el Director
general era don Félix Trigo y éste fue q\1Íen libró loscambhues. En
relación con esta concreta cuestión. con la demanda _aP9rta copia de
la escritura de nombramiento de cargos de la Sociedad.. otorgada ante
Notario. en la que expresamente consta que el Director general de
la Entidad era-don Félix Trigo Seco y Hetreta, y qUe el hOY'recurrente
desempenaba el cargo de Director administrativo cOmercial.

- En atención a lo expuesto. solicita de: este Tribun4I qtle declare
la nulidad de la Sentencia dietada en grado de a.pelaci6'n por la Audiencia
Provincial de Madrid, por impedir el pleno ejewic,io de los derechos
del recurrente. ~or «otros!» solicita el recibirtúeiltodel pleito a prueba,
sin hacer consideración alguna al respecta.

4. Por providencia de 23 de enero de 1989. la Sección acuerda
admitir a trámite la demanda de amparo fonnulada pOr don José Felix
Briz perez. sin perjuicio de lo que: resulte de los antecedentes. y"tener
por personado y parte en nombre y representación del mismo al Prcr
curador señor Pinilla Peco. Asimismo, acuerda. a tenor de lo dispuesto

en el~ 51 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTe).
requerir atentamente a la Sección Primera de la Audiencia Provincial
de Madrid y al Juzgado de' mstrucción .núm. 3 de dicha capital para
que. en el plazo de diez días. remitan. 'respectivamente. testimonio
del roUo núm. 58/85. interesándose al propio tiempo el emplazamiento
de quienes fueron parte ea tos mencionados pwcediInientos para que
puedan comparecer en el proceso constitucional. De otra parte. la
Sección acuerda conceder un plazo de diez días al solicitante del amparo
para que. dentro de dicho termino. concrete el objeto de la prueba
que interesa y .~. medios que pretende utilizar.

5. Por escrito presentado el8 de febrero de 1989. la representacíón
del recurrente alega. de una parte. que la prueba propuesta tiene por
fmaJidad demostrar que de las pruebas valoradas por la Audiencia
Provincial· no puede deducirse eIi absOluto :Ringuna demostración de
culpabilidéld del recurrente,.asi cqmo que el t::ontenido de la Sentencia
de apelaci6n vulnera el derecho a obtener la tutela judicial efectiva
De otra parte. que los niedios de prueba que pretende utilizar son
tos documentos nÚIDs. 2. 3. 4. 5. 6- Y 7. aportados con el escrito
de-demanc:1+ Asimismo. en escrito presentadoen la misma fecha, solicita
qU,e se acuerde de ·coriformidad con 10 dispuesto en el arto 56 de la
LOTe. que se acuerde la suspensión de .IaejecucIón de la Sentencia
impugnad« pues la ejecución ocasionarla perjuicios que harían perder
lO! amparo SU fmaJided.

6. Por providencia de -l7de abril de 1989. la Sección acuerda
los siguientes extremOS: al Tener por recibidas las actuaciones remitidas
por _la Audiencia Provinciál de Madtid y el Juzgado de Instrucción
nútn. 3 de dicha capital: b) Denegar la prueba ,propuesta por la repre­
sentación del recurrente. por no 'ser relevante' para la resolución del
presente rec~ó de amparo, yc) A tenor de lo dispuesto en el art. 52
de la LOTe. dar vista de. todas las actuaciones del presente recurso.
por un plazo común de veinte días. al Ministerio Fiscal y al solicitante
de amparo para que aleguen lo que a su derecho convenga.

7, Por escritQpresentado el 26 de abril de 1989. la representación
del teCUrrente interpone recurso de suplica contra la providencia de
17 de abril de 1989. por denegar la práctica de la prueba propuesta.
Tras la pertinente tramitación y previa audiencia de las partes. la Sección.
en Auto.de 19 de junio de 1989. desestiinó el recurso planteado.

8. Ertsu escrito de alegaciones. preseI1tado el 17 de mayo de
1989. el Ministerio Fiscal luego de exponer los hechos y fundamentos
del presente recurso. alega que un estudio de Iasaetuaciones aportadas
al proceso constitucional pennite afumat la exístencia. en el proceso
penal, de unaactivid3d probatoria de·cargo·que destruye la presunción
de inocencia Estaactividá(j la constituye la testifical de los perjudicados
que especifican la entrega a la Empresa de can:tidadespara el pago
de los ga5tos.dematriculación de los vehídilos comprados a la Com­
pañia, la testifical consistente etl la declaración del actual representante
de«.Autotodo.~ que reconoce que el condenado era la persona que
ostentaba la representación de la Empresa en el momento de ocurrir
los hechos; documental constituida por factura fumada por el con­
denado. letras de cambio rmruidas por otro empleado de la Empresa,
qu,e prueban el pago por los denunciantes dél precio de los vehículos
Y gastos de matriculación y justificantes de la reclamación y pago a
Hacienda. por los denunciantes de los gastos de matriculación. Esta
actividad probatoria. debidamente valorada por el órgano judicial, cons­
tituye prueba bastante y suficiente para enervar la presunción de
inocencia.

En segundo térnúno. el Fiscal estima que el Tribunal de apelación
reproduce en la Sentencia que se impugna (fundamento juridico IV).
la prueba practicada por el Juzgado de Instruecións que expresamente
mertciona (fundamento jUridico I1). y la prueQatestifical que' atribuye
la representación de la Empresa al condenado. Por ello, el error y
confusión que· el actor denuncia no tiene trascendencia alguna ni cons­
tituye el único fundamento del fallo. El actor era adIninistrador de
la Empresa y ostentaba SU repres.entación. por lo que la equivocación
en cuanto al cargo. es puro nominalismo y no supone la pérdida de
la representación de la Compañía que expresamente el órgano judicial
le atribuye y en la que se basa la responsabilidad. Es indiferente que
fuere Director general o Director comercial. porque tenia la repee-.
sentacÍón de la Empresa en el momento en que .ocurrieron los hechos.
El error no le atribuye la representadón porque ésta existía con indi~

ferencia .del cargo que ocupara· De la misma forma. la afinnación
de la AudienctI'respecto a la identidad'del fmnante de las cambiaJes
caréée de significación en relación con la presunción de inolXncia.
porque estas letras. cualquiera que sea el que frrma. acreditan que
la Empresa, «Autotodolt re(':ibe de los denunciantes el dinero pam el
pago de los' vehículos y gastos de matriculación y no suponen que
el condenado no tuviere la representación de la Empresa. Estos docu­
mentos constituyen una prueba. junto con las otras antes mencionadas.
que justifica qUeJa Empresa recibe en realidad unas cantidades con
una fmalidad determinada y no se cmnple e~ fmalidad. En defInitiva.
el error o confusión del órgano judicial no SUpone la desaparición
de las demás prUebas de cargo ni desvirtúa su realidad porque todas
han sido reproducidas' por el Tribunal de apelación y por ello hay
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que afmnar Que existe actividad probatoria de cargo y que la presunción
de inocencia ha sido desvirtuada. TampOCO la Sentencia de la Audiencia
vulnera el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva. 3WJ,que
exista un error o colÚ\lSién claro Y patente porqu,e se trata de un
e"or facti sin trascendencia constitucional. .La.. Sentencia está debí·
damente razonada en Derecho. Admite {fundamentos juridicos 1 y
IV). los fundamentos juridicos de la Sentencia. apelada y bace suyos
Jos razonamientos del Juez de InsttUCéión. La.'Sentencia de apelación,
al confirmar la Sentencia de Instrucción, mantiene su motivación y
fundamentación que justifica y razona la subsuncién de los hechos
declarados probados en el tipo penal de apropiación índebida.

En atención a lo expuesto, el Fiscal interesa que., de acuerdo con
los arts. 86.1 y 80 de la Ley Orgánica del rribunat Constitucional,
en relación con el 372 de la Ley de EnjuiC.iatnientó Civil, se dicte
Sentencia desestimando el amparo por no vUlnerar la -resolución recurrí·
da el derecho fundamental consagrado en el arto 24.1.2 de la
Constitución.

9. La representación del recurrente, en escrito presentado el' 17
de mayo de 1989, estima que las Sentencia,.s impugnadas vulneran
los derechos a obtener la tutela judicial efectiva ya'· la presunción
de inocencia. En primer término alega ~.enel,presente caSO•. 10
que se supone es que alguien de la Empfe$3t:Autotodo,SOciedad
Limitada». ha percibido una cantidad de dih.~ro.C()JTesporidie;1l;te.al
importe del impuesto de lujo de dos,veJú.cuJos ve;ndi~os.y seiulquedado
con dicha cantidad sin haberla ingte~ ellJ~ ~as,Qe la SIJC~
vendedora. En la Sentencia de instancia. el JlJ,l.p:do dápor probado
que el hoy recurrente recibió las canti~,~,.',et1t:re~(;Ias, a pesar de
que en las actuaciones hay unos reci1;x>sflr.J:l]¡:¡ijjos por. una persona
apellidada Garcia y las letras de cambio estáii,libtádas por don Félix
Trigo, quien en aquel momento era D~ector~~erálde.laEmpresa.
y aunque es cierto que el recurrente ftrmó ~a fac1:lml proforma. de
carácter infonnativo. dicho documento no suPOne. recibo alguno de
dinero. En conclusión, no es posible aflnnarque en el. presente éaso
haya existido actividad probatoria para poder fundar la condena del
recurrente.

En segundo ténnino. reitera que la Audiencia Provincial, al resolver
el recurso de apelación, ha incurrido en un gra,ve error. Así. al tratar
de fundamentar que el hoy recurrente es el Director general y ftrmante
de las letras, presupuesto pára condertár,diócotno ~probado por error
que el mismo era el Director generalde «Autb!odQ. SQCjedadLimitada~.
y frrmante de las letras de cambio. En consedíencia. Se ha producido
un error con base en el cual se ha condenad.óat ,hoy recurrente de
amparo. En este sentido, manillesta que para'poder condenar a don
José Felix Briz Pérez hay que considerar QUe el nllS1llQ es «Autotodo,
Sociedad Limitada». y no la persona fisica que es. o bien disponer

-de unos poderes omnímodos en la Empresa, cosa que habria de haberse
demostrado indubitadamente.

Por lo expuesto, solicita de este Tribunal que· dicte Sentencia en
la que ototgue el amparo y deje sin efecto la· Sentencia referida.

_10. Por providencia de 30 de junio de 1992. se señaló para deli­
beración y fallo de la presente Sentenci el día 1 de julio del mis-mo
año.

n. Fundamentos jUTídie-os

l. La cuestión planteada en el presente recurso de amparo consiste
en detenninar si en el proceso penal decididQpor la.Sentencia dictada
en grado de apelación por la Sección Primera deIs.- Audiencia Provincial
de Madrid, en fecha 7 de noviembre de 1988, h;;l:n sido vulnerados
los derechos a obtener la tutela judicial, \}fecüva (art. 24.1 C~E.), y
a la presunción de inocencia (art. 24.2 C.E.JAhora bien, dado Que
la alegada vulneración del derecho a obtener la tUtela judicial efectiva
la basa el recurrente en la -a s-u juicio- errónea valoración de las
pruebas practicadas. en realidad esta pretendida infracción constitu­
cional se confunde con la del derecho a la pn:sunción de inocencia.
por lo que es posible analizar conjunta y unitariamente ambas vio­
laciones constitucionales.

2. Conforme a reiterada doctrina de este Tribunal, la presunción
de inocencia consagrada en el arto 24.2 de la Constitución se asienta
sobre dos ideas esenciales: De un lado, el principio de libre valoración
de la prueba en el proceso penal, que corresponde efectuar a los Jueces
y Tribunales por imperativo del arto 117.3 de,la Constitución; y, de
otro. que la Sentencia condenatoria se fundamenté eIiauténticos actos
de prueba y que la actividad probatoria sea suficiente para desvirtuar
esa presunción de" inocencia. para lo cual se· hace necesario que la
evidencia que origine su resultado .10 sea 'tanto con respecto a la exis·

tencia del hecho punible como en todo lo atinente a la participación
Que en él tuvo el acusado. .

Por lo que respecta a la primera de las exigencias apuntadas, esto
es, a la v-aloración de la prueba, la función del Tribunal Constitucional
no es la de revisar o corregir la valoración efectuada por los Tribunales
ordinarios. sino .verificar si ha existido actividad probatoria de la que
se pueda deducir laeulpabilldad del acusado (SSTC 10511986,4411987,
217/1989 y 140/1991. entre otras muchas).

3. A la luz de la doctrina expuesta. es preciso examinar si en
el presente caso ha sido vulnerado o no el derecho a la presunción
de inocencia del' recurrente de amparo, para lo cual es necesario com­
robar si ha existido esa actividad probatoria que pueda estimarse de
cargo y contenga elementos incriminatorios respecto de la participación
del acusado en los hechos.

Pues bien. del examen de las actuaciones se desprende que carece
de fundamento la alegada infracción del arto 24.2 de la Constitución.
En primer término, es indudable que ha existido una actividad probatoria
suficiente para que los órganos judiciales hayan considerado desvirtuada
la presunción de inocencia. Basta con señalar, al efecto. de una parte.
QUe en el acto del juicio. y asi consta en la correspondiente Acta,
prestaron declaración como testigos. entre otros, los quereUantes don
José LUÍS y don Jullim Mugarza. De otra parte. tal como razona expre­
samente la Audiencia en la Sentencia de apelación. se practicó prueba
documental, constituida por distinta d()CUJtlentaci6n -facturas. letras
de cambio, talohes entregados y justificantes de la reclamación y pago
del impuesto de luj()--' que acreditaban tanto ,la entrega del dinero
por losquereUantes al acusado. quien actuaba en nombre de la Entidad
_Amotooo. "Sociedad' Limitada», como el posterior impago de los
impuestoscomspondientes a la venta de los velúculos.

En Ségllndo térmii1o; de la lectura de la demanda y del posterior
escrito de alegaciones se deduce Que la queja del recurrente se reduce
pura y simplemente a su discrepancia cen la apreciación y valoración
Que de las distintas pruebas practicadas ban hecho, razonada y moti­
vadamente. asi el Juzgado de instancia como la Audiencia Provincial.
En este -sentido, debemos reiterar que no corresponde a este Tribunal
entrar a conocer acerca de la valoración de la prueba' efectu,ada por
los órganos competentes de la jurisdicción de confonnidad con lo dis­
puesto en el arto II?3 de la Constitución.

4. Finalmente es preciso resolver la queja planteada por el recurren·
te, consistente en que la Audiencia Provincial, al decidir el recurso
de apelación y COIÚtnnar la condena, ha incurrido en un error acerca
de cuál era el cargo desempeñado por el recurrente en la Empresa
al tiempo de la cottúsión de los hechos. Del, examen de las actuaciones
judiciales se comprueba. en efecto. que la Audiencia ha considerado
erróneamente que el hoy recurrente era el Director general de la Entidad
«Autotodo. Sociedad Limitadai> «como consta en~ los cambiales libra­
dos». cuando en realidad desempeñaba el cargo de Director comercial.
Pero esta confusión de la Sentencia de apelación no puede tener la
traseend.encia Que el recurrente le atribuye ni, desde luego, puede servir
como fundamento de la pret,ensión de amparo.

En efecto. basta la lectura de la Sentencia de apelación para com4

probar Que JI!, Audiencia, con independencia de la confusión en cuanto
al cargo desempefiado por el recurrente. confIrma la condena por con­
siderar razonadamente que exístia actividad probatoria de cargo, debi­
damente explicitada en la Sentencia. acerca de los hechos enjuiciados
y de la participación del acusado en los mismos. De otra parte, además.
la Setencia de apelación admite totalmente la declaración de hechos
probados- y los- fundamentos jurídicos de la Sentencia recurrida. En
defmitiva. pues, el error de hecho en el que ha incurrido la Audiencia
en <!pelacÍon carece de trascendencia constitucional. dado que, como
razona el Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones, el mismo
no supone alteración en el proceso lógico de subsunción de los hechos
declarados probados -en 10s Que no existe el error denunciad~ en
el tipo penal de apropiación indebida.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR LA AUTO­
RIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTTTtJCIóN DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don José Félix Briz Pérez.

PubUquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado)!..

Dada en Madrid, a uno de julio de mil novecientos noventa y
dos.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando García-Mon y Gonzá·
lez-Reguerat-earlos de Ja Vega Benayas.-JesÚs Leguina Vtlla.-Luis
López Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Finnados y rubricados.


